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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
La Sala decide la impugnación interpuesta por el municipio de Fundación (Magdalena) contra la sentencia proferida el 17 de mayo de 2012, por el Tribunal Administrativo del Magdalena, que resolvió:

“PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela impetrado por el señor JUAN CAMACHO OROZCO, por las razones expuestas en la parte motiva.

SEGUNDO.- ORDENAR al Alcalde Municipal de Fundación que preside el Comité Local para la prevención y Atención del Municipio de Fundación, que en el término de cinco (5) días siguientes a la notificación de la providencia proceda a revisar el caso particular del Señor JUAN CAMACHO OROZCO, con el fin de que posteriormente – si es del caso – la (sic) inscriba en el registro de damnificados directos por los eventos hidrometeorológicos de la segunda temporada de lluvias en el periodo comprendido entre 01 de septiembre y el 01 de diciembre de 2011 en el territorio nacional y reciba las ayudas correspondientes.

Debe informar a el (sic) accionante, por el medio más expedito los resultados de la revisión de su situación.

TERCERO: EXHORTAR a la UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES y a la ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL, para que en lo sucesivo inicien los trámites pertinentes para la entrega eficaz y oportuna de la ayuda a las personas damnificadas por el invierno.”

ANTECEDENTES

1. Pretensiones 

El actor, mediante apoderada judicial, presentó acción de tutela contra el municipio de Fundación y el Ministerio del Interior - Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres - Dirección Nacional Para la Gestión del Riesgo de Desastre, toda vez que consideró vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la igualdad. En consecuencia, formuló las siguientes pretensiones:

“1. Señor Juez, con fundamento en los hechos y argumentos jurídicos relacionados, solicito se tutelen los derechos de mi poderdante especialmente, a la igualdad, y al debido proceso y derecho de defensa, consagrados en los Artículos 13 y 29 de la C.N., derechos estos vulnerados por el Ente Territorial, y por el Ministerio del Interior a través del SISTEMA NACIONAL DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES, y la DIRECCIÓN NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES.

2. Como consecuencia de lo anterior, Se (sic) ordene a la Administración Municipal y Ministerio del Interior a través del SISTEMA NACIONAL DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES, y la DIRECCIÓN NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRE, , (sic) que en el término de cuarenta y ocho (48) horas inicie para JUAN CARLOS CAMACHO OROZCO, el correspondiente trámite para la adjudicación de los apoyos económicos PARA DAMNIFICADOS DIRECTOS POR EVENTOS HIDROMETEOROLOGICOS (sic) de la SEGUNDA TEMPORADA DE LLUVIAS 2011, de acuerdo a las normas de ley y al Reglamento Técnico, establecido para ello, siempre que las actuaciones administrativas que sean necesarias adelantar garanticen el debido proceso, el principio de publicidad y la aplicación de medios idóneos de notificación.  En todo caso para la determinación de la adjudicación de los apoyos se verifiquen las direcciones casa a casa y quién es la persona o núcleo familiar que la habita.”

2. Hechos

De los hechos narrados en la tutela, son relevantes los siguientes:

Que el demandante habita en una zona aledaña al río Fundación y al caño El Riíto y que, por lo tanto, resultó afectado por la ola invernal acaecida durante el segundo semestre de 2011.

Que el Gobierno Nacional dispuso una serie de subsidios para las personas afectadas por la ola invernal del segundo semestre de 2011. 
Que los Bomberos, la Defensa Civil y el municipio de Fundación realizaron varios censos de las personas damnificadas. Que el actor fue incluido en el censo de damnificados por la ola invernal.
Que el actor, cuando reclamó la ayuda económica dispuesta por el Gobierno Nacional, se enteró de que no estaba incluido en el censo de damnificados y que, por lo tanto, no podía acceder al subsidio.

Que el demandante no recibió ninguna comunicación que “le indicase la existencia de alguna inconsistencia y/o motivo para que no se les (sic) adjudicase el correspondiente APOYO ECONOMICO (sic)”.

Que las entidades demandadas vulneraron los derechos invocados, toda vez que: (i) pese a estar acreditada la condición de damnificado del actor, el municipio omitió hacer el reporte en el censo de damnificados y, por ende, no recibió ayuda económica; (ii) otras personas en situaciones menos gravosas recibieron el subsidio, y (iii) la alcaldesa del municipio de Fundación aceptó que hubo errores en el censo de los damnificados y que los habitantes del barrio La Magdalena, en el que vive el demandante, resultaron afectados por la ola invernal del primer y segundo semestres de 2011.

3. Intervención de las autoridades demandadas

Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres

El apoderado judicial de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres solicitó que se negara por improcedente la tutela, con fundamento en lo siguiente:

Que el municipio de Fundación es el único responsable por la no inclusión del actor en el censo de damnificados, pues, de acuerdo con la Resolución 074 de 2011, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres se limitaba a coordinar el pago del subsidio.

Que “la sola circunstancia de que una persona o familia fuera censada como afectada por la ola invernal no significa que fuera damnificada acreedora al pago del apoyo económico pues para ello LAS PERSONAS AFECTADAS DEBÍAN ENCONTRARSE DENTRO DE LAS CIRCUNSTANCIAS SEÑALADAS EN LA RESOLUCIÓN 074 DE 2011.”
Que “si la autoridad municipal competente no incluyó a la parte actora en el registro de damnificados con derecho a recibir apoyo económico es de presumir que ello obedeció a que ésta no se encontraba dentro de los requisitos y condiciones establecidos por los actos administrativos que reglamentaron su reconocimiento y pago y para obtener una sentencia favorable a sus pretensiones, deberá, en aplicación del principio procesal de la necesidad de la prueba, destruir con medios probatorios idóneos tal presunción demostrando que a pesar de estar dentro de las condiciones y requisitos de las resoluciones 074 de 2011 y 002 de 2012, no se le incluyó en el registro de beneficiarios del apoyo económico. Mientras tal supuesto de hecho no aparezca demostrado, ese despacho deberá negar la tutela impetrada”.
Que, a su vez, no hay vulneración del derecho a la igualdad, toda vez que el demandante no acreditó que era damnificado con derecho a subsidio y que hubiese sido sometido a tratos discriminatorios e injustificados.

Que, en todo caso, el demandante cuenta con otro mecanismo de defensa para reclamar los perjuicios que le pudo causar el no pago del subsidio, dado que puede formular demanda de reparación directa, con base en la presunta omisión de la administración al no incluirlo en el censo de damnificados por el invierno.


Ministerio del interior
El Jeje de la Oficina de Asesoría Jurídica pidió que se declarara la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio del Interior, dado que no es la entidad competente para tramitar los subsidios a los damnificados por la segunda temporada invernal de 2011.

Indicó que, de acuerdo con el Decreto 4147 de 2011, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres es la llamada a coordinar la entrega de subsidios a los damnificados por la ola invernal.

Municipio de Fundación

La alcaldesa solicitó que se denegara la tutela, pues, en su parecer, el municipio de Fundación obró de acuerdo a las competencias asignadas en la Resolución 074 de 2011 de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres. 

Indicó que el demandante no le solicitó al municipio demandado la inclusión en el censo de población damnificada por la segunda ola invernal de 2011 y que, por lo tanto, no se agotaron los mecanismos ordinarios para lograr la protección de los derechos fundamentales aquí invocados.

Sostuvo que el censo de damnificados del municipio fue elaborado por la Defensa Civil, el Cuerpo de Bomberos y el Ejército Nacional y que el municipio se limitó a remitir las planillas con la información recaudada por dichas instituciones.

Adujo que a todas las personas que se acercaron a la alcaldía “se les atendió y se les informó que según el artículo cuarto de la resolución 074 del 15 de diciembre de 2011, modificado (sic) por la resolución No. 002 del 2 de enero de 2012, el plazo para entregar esa información a la UNGRD (Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres), era hasta el 30 de enero de 2012.” 

Señaló que el actor debió acreditar que era damnificado por el invierno, tal como lo estableció la  Resolución 074 de 2011.

4. La sentencia impugnada

El Tribunal Administrativo del Magdalena, mediante sentencia del 17 de mayo de 2012, amparó los derechos fundamentales del actor y, consecuencialmente, ordenó que el CLOPAD, encabezado por el  municipio de Fundación, verificara si tenía o no derecho a la ayuda económica concedida por el Gobierno Nacional a los afectados por la ola invernal del segundo semestre de 2011 (1° de septiembre al 10 de diciembre).
Consideró que el municipio demandado, de acuerdo con la Resolución No. 74 de 2011 de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, era responsable de identificar a los damnificados y que, por lo tanto, debió verificar la situación fáctica del demandante e incluirlo en el censo para que tuviera acceso a la ayuda económica.
5. Impugnación

El municipio de Fundación impugnó dicha decisión, toda vez que, a su juicio, el a quo no identificó los derechos fundamentales vulnerados.

Adujo que el demandante no solicitó al municipio la inclusión en el censo de damnificados y que, por lo tanto, la administración no tuvo la oportunidad de tramitar las inconformidades que ahora se plantean en la demanda de tutela.

Sostuvo que el actor y la apoderada que constituyó enunciaron una serie de hechos “que nunca han existido o sucedido con el único fin de confundir al despacho judicial”.  Que el demandante pretende beneficiarse de la ayuda económica, pero no acreditó el cumplimiento de los requisitos.

Indicó que la Resolución No. 074 de 2011 señaló que el censo de damnificados podía ser entregado hasta el 30 de enero de 2012 y que, por ende, no es posible tramitar la ayuda pedida, porque el actor no la reclamó oportunamente.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La acción de tutela es un mecanismo judicial, cuyo objeto es la protección de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o por un particular que cumple funciones públicas. 

La tutela procede cuando el interesado no dispone de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En todo caso, el mecanismo de defensa judicial ordinario debe ser idóneo para proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado, pues, de lo contrario, el juez de tutela deberá examinar si existe perjuicio irremediable y, de existir, concederá el amparo impetrado, siempre que esté probada la vulneración o amenaza.
En el sub lite, el demandante solicitó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, que consideró vulnerados por la presunta omisión del municipio de Fundación al no incluirlo en el censo de damnificados por el invierno de la segunda temporada de lluvias de 2011, periodo comprendido entre el 1° de septiembre y el 10 de diciembre de 2011.  El actor señaló que dicha omisión le impidió acceder al subsidio que otorgaba el gobierno por medio de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres.

El a quo concluyó que la vivienda del señor Camacho Orozco estaba ubicada en una zona afectada por el desbordamiento del río Fundación y del caño El Riíto y que, por ende, era procedente conceder la tutela y ordenar al municipio demandado que revisara la situación fáctica del actor, con el fin de determinar si era procedente o no incluirlo en el registro único de damnificados por la emergencia invernal.

Previo a iniciar el análisis en concreto de la situación del demandante, es menester hacer una breve descripción del funcionamiento y de los requisitos para acceder al subsidio económico para las familias afectadas por la temporada de lluvias del segundo semestre de 2011.

De acuerdo con la Resolución 074 del 2011 de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres
, el Gobierno Nacional dispuso subsidios para atender a las “familias directamente damnificadas” por la segunda temporada de lluvias de 2011, que abarcó del 1° de septiembre al 10 de diciembre de 2011. En concreto, el subsidio ascendía a la suma de $1’500.000.oo por familia damnificada.

En la primera fase, los CLOPAD (Comités Locales para la Prevención y Atención de Emergencias y Desastres), encabezados por las alcaldías municipales, debían realizar un censo de las familias damnificadas por la ola invernal.  Para que una familia fuera inscrita en el censo de damnificados, los CLOPAD debían verificar los siguientes presupuestos:

“1.  Ser cabeza de hogar damnificado por la segunda temporada de lluvias, periodo comprendido entre el 1 de septiembre y el 10 de diciembre de 2011. 

2.  Habitar el primer piso de la vivienda afectada. 

3. Estar registrado en la Planilla correspondiente, avalada por los CLOPAD y CREPAD. 

4. Presentación de la cédula de ciudadanía amarilla con holograma. 

5. Cada jefe de hogar deberá registrarse una sola vez en la planilla.” 
 

Al respecto, es importante mencionar que no cualquier familia afectada podía acceder al subsidio, pues, como se vio, era necesario que los comités locales verificaran una serie de presupuestos especiales dirigidos a establecer qué familias tenían la calidad de damnificadas
 por la ola invernal.  Es decir, para los efectos de la Resolución 074 del 2011, damnificados y afectados no eran lo mismo y, por lo tanto, no todas las familias afectadas podían incluirse en el censo de damnificados.

En la segunda fase, el respectivo CLOPAD enviaba el censo de familias damnificadas a la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, entidad encargada de coordinar el pago del subsidio a cada una de las familias damnificadas.

Conforme con la Resolución 074 de 2011, el pago de subsidios estaría basado “únicamente en los registros enviados por los CLOPAD debidamente firmados y refrendados por acta del comité y a su vez, con aval del CREPAD (Comité Regional Para La Prevención y Atención de Emergencias y Desastres), la UNGRD (Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres) no tiene la potestad de incluir y/o excluir ningún tipo de registro.”

Asimismo, quedó previsto que la entrega del subsidio se haría únicamente a la persona identificada como cabeza de familia.

En el caso concreto, a partir de la revisión del expediente de tutela, la Sala observa que el demandante no acreditó que se dieran las circunstancias exigidas para que fuera considerado como damnificado por la segunda temporada de lluvias de 2011. En efecto, ninguno de los documentos aportados por el actor da cuenta de que sea cabeza de familia de hogar damnificado; que la vivienda afectada esté ubicada en el primer piso, y que haya sido incluido por el CLOPAD del municipio de Fundación en la planilla de damnificados.

Sin embargo, como bien lo concluyó el a quo, es pertinente que el municipio de Fundación establezca si el actor y su familia debían ser incluidos en el censo de damnificados, pues sólo de esta forma se puede determinar si cumple con los requisitos para que sea considerado como damnificado por la ola invernal.  

Además, el municipio demandado está obligado a verificar si existieron eventuales irregularidades o errores en el proceso de elaboración de los censos de damnificados, con el fin de corregirlas y, de este modo, garantizar a la familia del actor el efectivo acceso a la ayuda económica dispuesta por el Gobierno Nacional.

La Sala estima que la acción de tutela es el mecanismo idóneo y eficiente para reclamar la revisión del censo de damnificados y el pago de la ayuda económica, toda vez que se trata de un auxilio previsto para solventar las necesidades básicas y urgentes de las familias damnificadas por la ola invernal. 

En estos casos, la intervención del juez de tutela es legítima, necesaria y debe dirigirse a garantizar que las autoridades responsables cumplan cabal y rápidamente con las obligaciones que les asisten en estas situaciones de urgencia manifiesta. No de otra manera podrían protegerse los derechos de los afectados, máxime cuando existen dudas sobre si las entidades competentes  desplegaron las actividades necesarias para: (i) identificar a los damnificados; (ii) incluirlos en la respectiva planilla, y (iii) reportarlos, por intermedio del CLOPAD, a la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, entidad encargada de hacer el pago del subsidio.
Así pues, no puede pretenderse que los afectados acudan a mecanismos como las peticiones a la administración y al posterior agotamiento de los recursos contra los actos administrativos que les pudieren negar el derecho a la ayuda, pues las circunstancias de urgencia ameritan una intervención rápida y orientada a garantizar que, si es procedente, las familias damnificadas obtengan el subsidio económico.
En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia impugnada.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

CONFÍRMASE la providencia impugnada.

Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada en sesión de la fecha. 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS        MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA              
    Presidente de la Sección

         WILLIAM GIRALDO GIRALDO  

            CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ









ACLARA VOTO
� “POR LA CUAL SE DESTINAN RECURSOS PARA ATENDER A LAS FAMILIAS DAMNIFICADAS DIRECTAS POR LA SEGUNDA TEMPORADA DE LLUVIAS EN EL PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 01 DE SEPTIEMBRE Y EL 10 DE DICIEMBRE DE 2011”.


� Ver Circular del 16 de diciembre de 2011 del Director de la Unidad Nacional para la Gestión del  Riesgo de Desastres. www.sigpad.gov.co/sigpad/archivos/documentos/REUNIDOS/CIRCULAR%20ASISTENCIA%20ECON%C3%93MICA%20SEPT2011.pdf


� La Resolución 074 del 2011 de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres define que damnificada es la “familia residente en la unidad de vivienda afectada al momento del evento que ha sufrido daño directo en el inmueble y bienes inmuebles del interior mismo, ocasionados por los eventos hidrometeorológicos de la segunda temporada de lluvias en el periodo comprendido entre el 01 de septiembre y el 10 de diciembre de 2011 en el territorio nacional”.





